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La Corte señaló que la norma acusada no violó el artículo 58 de la Carta, en razón a que, en 
materia tributaria en abstracto no se deriva del precepto anotado protección alguna sobre 
derechos adquiridos. Así mismo, concluyó que el contenido normativo de la disposición 
demandada no vulneró el principio constitucional de irretroactividad, por cuanto proyecta sus 
efectos hacia el futuro, dejando a salvo las situaciones jurídicas que se hubiesen consolidado 
durante los periodos gravables ocurridos en vigencia de la Ley 1429 de 2010. La Sala Plena 
estableció que tampoco fueron desconocidos los principios de confianza legítima y buena fe, 
porque la norma acusada no defraudó las expectativas legítimas que tenían los contribuyentes 
beneficiarios de la Ley 1429 de 2010, sino que, por el contrario, las salvaguardó al otorgar medidas 
transitorias que facilitan la adaptación de las pequeñas empresas a la nueva realidad fiscal. 
Finalmente, a juicio de la Corte, en la medida que (i) que la norma acusada entró en vigencia el 
veintinueve (29) de diciembre de 2016; (ii) que el periodo gravable 2016 aún se encontraba en 
curso a la fecha de entrada en vigencia de la Ley 1819 de 2016; y (iii) que el artículo 338 Superior 
prescribe que las leyes que regulen contribuciones en las que la base sea el resultado de hechos 
ocurridos durante un período determinado, solo pueden aplicarse a partir del periodo que 
comience después de iniciar la vigencia de la respectiva ley, la Corte concluyó que era necesario 
declarar la exequibilidad de la disposición demandada, bajo el entendido de que el régimen de 
transición de progresividad en la tarifa del impuesto sobre la renta para las pequeñas empresas 
beneficiarias de lo dispuesto en el artículo 4 de la Ley 1429 de 2010, solo se aplica a partir del 
año gravable 2017.  
 

4. Aclaración de voto 
 

El Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez se reserva la posibilidad de presentar una 
aclaración de voto. 

 
LOS CONTRIBUYENTES QUE PERCIBAN INGRESOS CONSIDERADOS COMO RENTAS DE TRABAJO 

DERIVADOS DE UNA FUENTE DIFERENTE A LA RELACIÓN LABORAL O LEGAL Y REGLAMENTARIA PUEDEN 

DESCONTAR, PARA EFECTOS DE ESTABLECER LA RENTA LÍQUIDA CEDULAR, LOS COSTOS Y GASTOS QUE 

TENGAN RELACIÓN CON LA ACTIVIDAD PRODUCTORA DE RENTA        

 
 
  IV.  EXPEDIENTE D-12052 - SENTENCIA C-120/18  (Noviembre 14) 
         M.P. Gloria Stella Ortiz Delgado 
 

 

1. Norma acusada 

LEY 1819 DE 2016 
(diciembre 29) 

 
Por medio de la cual se adopta una reforma tributaria estructural, se fortalecen los mecanismos para la lucha contra 

la evasión y la elusión fiscal, y se dictan otras disposiciones 
 

ARTÍCULO 1o. Modifíquese el Título V del Libro I del Estatuto Tributario, el cual quedará así: 

Artículo 336. Renta líquida cedular de las rentas de trabajo. Para efectos de establecer la renta líquida cedular, 
del total de los ingresos de esta cédula obtenidos en el periodo gravable, se restarán los ingresos no 
constitutivos de renta imputables a esta cédula. 
Podrán restarse todas las rentas exentas y las deducciones imputables a esta cédula, siempre que no excedan el 
cuarenta (40%) del resultado del inciso anterior, que en todo caso no puede exceder cinco mil cuarenta (5.040) UVT. 
PARÁGRAFO. En el caso de los servidores públicos diplomáticos, consulares y administrativos del Ministerio de 
Relaciones Exteriores, la prima de costo de vida de que trata el Decreto 3357 de 2009 no se tendrá en cuenta para 
efectos del cálculo del límite porcentual previsto en el presente artículo”. 
 

2. Decisión 

Declarar EXEQUIBLE el inciso primero del artículo 336 del Estatuto Tributario, modificado por el 
artículo 1º de la Ley 1819 de 2016, en el entendido que los contribuyentes que perciban ingresos 
considerados como rentas de trabajo derivados de una fuente diferente a la relación laboral o 
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detraer, para efectos de establecer la renta líquida cedular, los costos y gastos que tengan relación 
con la actividad productora de renta. 
 

4. Salvamentos de voto 
 
El Magistrado Luis Guillermo Guerrero Pérez salvó su voto frente a la anterior decisión. De 
igual modo el Magistrado Alejandro Linares Cantillo se apartó de la mayoría al estimar que la 
demanda no reunía los requisitos mínimos para que la Corte se pronunciara de fondo sobre el 
caso. Adicionalmente, señaló que se desconoce el enfoque sistémico que debe orientar la 
valoración del cumplimiento de los principios del sistema tributario, omitiendo que desde una 
mirada integral del sistema, el legislador está en libertad de disponer las medidas adecuadas para 
concretar la equidad, de modo que no necesariamente es la detracción de los costos y gastos la 
única medida para realizar dicho principio. Imponer formas concretas de realizar los principios del 
sistema tributario desconoce la amplia facultad de configuración legislativa que ha defendido la 
Corte Constitucional en esta materia. 
 
LA CORTE SE DECLARÓ INHIBIDA PARA CONOCER DE FONDO SOBRE LA DEMANDA PROMOVIDA EN 

CONTRA DE LA LEY QUE REGULA EL FUNCIONAMIENTO Y OPERACIÓN DE LOS PARQUES DE 

DIVERSIONES, ENTRE OTRAS ACTIVIDADES, AL NO EXISTIR LA OMISIÓN INVOCADA POR EL ACTOR,  
EN ESPECIAL, AL NO CUMPLIRSE CON LAS CARGAS DE CERTEZA Y SUFICIENCIA, COMO REQUISITOS 

INDISPENSABLES EN LA FORMULACIÓN DE LOS CARGOS DE INCONSTITUCIONALIDAD 
 

 
  V.  EXPEDIENTE D-11640    -    SENTENCIA C-121/18  (Noviembre 14) 
         M.P. Luis Guillermo Guerrero Pérez 
 

 
 

1.  Norma acusada 
 

LEY 1225 DE 2008 

(Julio 16) 
 

Por la cual se regulan el funcionamiento y operación 
de los parques de diversiones, atracciones o 
dispositivos de entretenimiento, atracciones 

mecánicas y ciudades de hierro, parques acuáticos, 
temáticos, ecológicos, centros interactivos, zoológicos 

y acuarios en todo el territorio nacional y se dictan 
otras disposiciones 

(…) 
 

“Artículo 4. Requisitos de operación y 
mantenimiento. La persona natural o jurídica que 
efectúe el registro de Atracciones o Dispositivos de 
Entretenimiento en parques de diversiones deberá 
cumplir, para su operación y mantenimiento, los 
requisitos técnicos establecidos en este artículo, los 
cuales contienen estándares relacionados con la 
operación, mantenimiento, inspección de atracciones y 
dispositivos de entretenimiento, desarrollados con base 
en normas internacionales ASTM (American Society Of 
Testing & Materials), NFPA (National Fire Protection 
Association), los Lineamientos de Mantenimiento y 
Operación de IAAPA (Asociación Internacional de 
Parques de Atracciones) y apoyados en los 
Reglamentos establecidos por las asociaciones 
nacionales de Estados Unidos, México, Argentina e 
Inglaterra. 
 
Los requisitos de operación y mantenimiento de las 
Atracciones o Dispositivos de Entretenimiento, son los 
siguientes: 
 

1. Condiciones de ocupación de los Parques de 

Diversiones. Los Parques de Diversiones en cualquiera 
de las categorías señaladas en el artículo 2 de esta ley, 
cumplirán las siguientes condiciones de ocupación: 
 
a) Contarán con un plan de emergencia avalado por los 
comités locales o por las autoridades competentes que 
incluye brigadas de emergencia debidamente 
entrenadas, planes de mitigación en caso de 
emergencia y otros requisitos que los comités locales o 
autoridades competentes estimen necesarios; 
b) Contarán con salidas y rutas de evacuación 
adecuadas de acuerdo con su tamaño y tipo de 
operación; 
c) Contarán con certificaciones expedidas por los 
cuerpos de bomberos sobre la idoneidad de las 
instalaciones en materia de sistemas contra incendios, 
planes de mitigación contra eventos naturales como 
terremotos, inundaciones y tormentas eléctricas, entre 
otros; 

d) Contarán con señalización clara de evacuación en 
materia de rutas y salidas de emergencia; 
e) Las zonas de parqueo, en caso de existir, deberán 
tener un plan de movilización de automotores en caso 
de emergencia y contar con espacios reservados para 
el tránsito de peatones y minusválidos debidamente 
demarcados y señalizados; 
f) Contarán con un programa de salud ocupacional y 
riesgos profesionales para sus empleados en 
concordancia con la naturaleza del negocio y del 
Decreto Ley 1295 de 1994 o el que se encuentre 
vigente en esa materia. 
 


